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SALA SEGUNDA

Sección Tercera

EXcMos. snñoRns;

Don Francisco Rubio LJorente
Don Eugenio Dfaz Eimil
Don José Luis de los Mozos

02019s5

Núm.  de  Recurso :  L5L5 /90

ASUNTO: Anparo promovido por

don Francisco José Rodrfguez
Ramlrez.

SOBRE: Sentencia de l-a Au-

diencia Provi-ncia1 de Huel-va
que estima eI recurso de ape-
lación contra la dictada en
e1 procedimiento abreviado
66/90 procedent,e de1 'Juzgado

de l-o Penal ¡a 1 seguido por

robo.

La Seccj-ón ha examinado el recurso de amparo inter-
puesto por don Francisco José Rodrlguez Rarnfrez.

I.  A}ITECEDENTES

1.  El  15 de jun io de 1990 se presentó por  eI  Procu-

rador de los Tribunales don Antonio Gómez de la Serna, €rl nom-

bre de don Francisco José Rodrlguez Ramfrez, demanda de amparo

cont,ra la Sentencia de la Audiencia Provincial de Huelva, d€ 16

de mayo de 1-990, "por viol-ación en dicha Sentencia de los dere-

chos fundamentales protegidos por el art. 24 de l-a Constituclón

en su apartado !e que protege el- derecho a recibir Ia tutela
jud i c ia l  e fec t i va " .
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2.  La demanda se basa en los s igu ientes

a) el Juzgado de rnstrucción ¡e 1 de Huelva, €rI procedi-

miento abrev iado núm. 66/1990 d ic tó,  €1 2 de marzo de L990,

sentencia por 1a que condenaba al recurrente "como autor crimi-
nalmente responsable de un deli to de robo, a Ia pena de seis
meses de arresto mayor, concurriendo Ia atenuante de enajena-
ción mental- incompleta, y tratamiento ambulatorio en el centro
que l-o está l levando a cabo, computándose el- perfodo de trata-
mient,o como tiempo de cumplj-miento de la pena, a cuyos efectos
se comunicará esta Sent,encia al respectivo centro para que in-

forme sobre el curso del tratamiento y evolución de Francisco

José Rodr fguez Ramfrez,  con abono,  en su caso de1 t iempo,  de la
pr is ión prevent iva suf r ida,  accesor ias y  pago de las costas de1
j  u i c io "  .

b) para dictar ta1 fal lo se parte de los siguientes hechos
probados:  "Que sobre las ve int i t rés horas del  23 de agosto de

1989,  e l  acusado don José Rodr fguez Ramfrez,  de 25 años,  s in

antecedentes penales, Coo Ia intención de apoderarse de algunoS

objetos de va lor ,  penetró,  a  t ravés de la  ventana de acceso aI

lavadero en el piso segundo izquierda de 1a cal1e San Sebastián

¡e 9 de Aljaraque, domi-ci l io de don ,José Rodrfguez Orta, y de

los cajones de sus muebles cogió varios cordones de oro y plata

(recuperados)  as l  Como dos re lo jes,  una a l ianza de oro y  var ias

monedas de cien pesetas, con 1o que huyó de1 bloque, para, a

continuación y con el mismo propósito, penetrar, a través de la

azotea y con una cuerda en la que se deslizó hasta la ventana

de un dOrmitorio, en Ia casa ¡a 2 de l-a cal le Antonio Ponce,

también de Aljaraque, domici l io de don Alfredo Rit,e Pétez de

León,  deI  que cogió,  t ras revolver  los ca jones,  d iversas joyas

que se guardó en los bolsi l los junto con las del pj-so anterior
y además se preparó para l levarse un vfdeo, QU€ no lIegó a sa-

car de la vivienda aI ser sorprendido en su int,erior por la

Guardia Civi l  que acudió al lugar avisada por una l lamada tele-

fón i ca .

Las joyas encontradas en poder del acusado han sido

tasadas  en  187 .100  p tas .  y  han  s ido  reconoc idas  po r  l os  p rop ie -

tarios de l-as dos viviendas mencionadas, faltando, sin recupe-

rAr ,  los dos re l -Ojes,  una a l ianza de Oro y  var iaS mOnedaS de

cien ptas. ,  propiedad de don José Rodr lguez Orta,  gue no han

s ido  tasadas .
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Francj-sco José Rodrfguez Ramlrez se comenzá a reha-

bi l i tar en su dependencia a la herolna, desde la prj-mavera de

1989, habiendo sufrido una recafda en su trat,amiento desde el

mes de mayo, (concretamente en el verano y, más at1n, durante el

mes de agosto), de tal forma que su capacidad de

autodeterminación, aunque no completamente anulada, Sf se en-

contraba indudablemente muy disminufda, encontrándose en la ac-

tualidad en tratamiento anbulat,orio y cumpliendo correctamente

sus obligaciones laborales en eI trabajo que desempeña. "

c)  in terpuesto recurso de apelac ión por  eI  Min is t ,er io  F is-

cal, la Audj-encia Provincial dict,ó un f al lo del sj-guiente te-

nor  l i tera l :  " revocar  parc ia lmente la  ind icada resoluc ión para,

suprimiendo la circunstancia at,enuante de enaj enaclón ment,al
j-ncompleta, elevar 1a pena a cuatro años, dos meses y un dfa de
prisión menor, Sin que haya lugar a sustituir la por medlda a1-

ternativa alguna, confirmando 1a sentencia apelada en sus res-

tant,es pronunciamientos y declarando de oficio las costas de1

recu rso .  t t

d) para e}lo formuló Ia siguiente relación de hechos proba-

dos:  "se aceptan los de la  sentencia apelada,  pero modi f lcándo-

los en el- sentido de suprimir el párrafo úl-t imo y sustituir lo
por  e1 s igu iente:  e l  acusado era adic to a Ia  herofna,  pero

cuando cometió los hechos su capacidad de autodeterminación no

estaba a l terada.  "

La demanda se basa, con apoyo jurisprudencial, €rI

la quiebra de1 derecho a la tut,ela iudicial efectiva en Ia me-

dida en que, sin que Se hubiera practicado nueva prueba en la

segunda instancia, la Audiencia revocaba, agravándola, 10 reso-

lución dictada por el Juez a ouo.

3.  Por  prov idencia de la  secc ión,  de 2 de ju l io  de

1990,  S€ puso de mani f iesto a l  recurrente y  aI  Min is ter lo  F is-

cal, conflr iéndoles un término común de diez dfas para gue ale-

garan aI respecto Io que estj-maran conveniente, ld posible cau-

sa de inadmisión consistente en Ia falta de contenido constitu-

c iona l  de  Ia  demanda  [a r t .  50 .  1 .  c )  LOTC]

4.  La representac ión actorar  cof t  fecha de L7 s i -

gu iente,  preSentó SUS alegaCiones,  argUmentandO, er l  esenCla,

que los motivos invocados en el recurso de amparo plant,eado en

Ia correspondiente demanda justi f lcan eI entrar a conocer eI
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fondo del asunto, ya que la propia doctrina emanante del Tribu-
nal Constitucional determina que e]- núcleo de pruebas a valorar
por el Tribunal de instancia, sobre Jas que ha de elaborarse la

sent.encia incriminadora; éstas han de ser 1as producidas en el
ju ic io  ora l .  Los pr inc ip ios de publ ic idad,  inmediac ión,  contra-

d icc ión e igualdad procesal ,  además,  l levan a considerar ,  con

carácter  genera l ,  eü€ las resul tanc ias probator ias vá l idas y

ef icaces son las obtenidas en eI  ju ic io  ora1,  s in  per ju ic io  de
que las di l igencias policj-ales y sumarlales puedan ser objet 'o
de estimación cuando vengran secundadas de las formalidades que

Ia Const , l tuc ión y  e l  ordenamiento jur fd ico procesal  establecen,
siempre que aludidos medios sean reproducidos en eI acto del
ju ic io  ora l  en condic iones que permi tan la  defensa del  procesa-

do someter los a contradicc ión.

Asf  las cosas,  a  ju ic io  del  demandante,  se of rece

eI plenario como el momento cumbre y esteLar de] proceso penal-,

siendo precisamente durante esa fase donde deben practicarse

preferentemente las pruebas de cargo suficientes para fundar eI
pronunciamiento condenatorio, proscribiéndose l-a corrupt,ela de

hipervalorar las actuaciones sumariales, con merma y

palidecimiento de 1o que es el momento cumbre del proceso.

5. Por su parte,  €1 Minister io Fiscal ,  €r l  la mlsrna
fecha, solicitó la inadmisión a trámite de la demanda por en-
tenderla carente de contenido.

En efect,o, parece no tenerse en cuenta que el re-

curso de apelación contra la Sentencia dictada por el . luez de

Lo  Pena l ,  eu€  au to r i za  e l -  a r t .  795 .  1  de  l a  L .E .Cr im . ,  supone

un nuevo exanen de1 caso por eI Trj-buna1 ad quem. y no sóIo

respecto a Ia aplicación del derecho también a Ia f i jación y

determinación de los hechos, con val-oración de las pruebas. Por

e l lo ,  €1 punto 2 de}  c i tado ar t .  795 d ispone que en eI  escr i to

de formalización de1 recurso se expondrán las alegaciones sobre
quebrantamiento de las normas y garantfas procesales, error en

Ia apreciación de las pruebas o infraccj-ón de precepto consti-

tucionaL o lega] en las que se base la impugnación. Es decir,

en Ia apelación cabe invocar tanto el quebrant,amiento de las

normas ordenadoras del proceso, como la infracción de las de

natura leza sustant iva y  e1 error  en La va lorac ión de las prue-

bas .
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En este caso, Id Sa1a, dl  resolver el  recurso de
apelación interpuesto por eI Ministerio Fiscal pondera todos
los elementos probatorios que tuvo en cuenta el ,Juez de Io Pe-
nal y realiza una nueva valoración de esos elementos, en abier-
ta discrepancia con la efectuada con anterioridad por aquéI, 1o
que está dentro de las funciones jur isdic ionales y

especfficamente de las encaminadas a resolver un recurso de
apelación concra la Sentencla pronunclada en el l lamado proce-
dimiento abreviado. E]- Trj-bunal de apelación tiene facultad
para examinar y corregir la valoración de las pruebas realiza-
das por el  infer ior ,  de manera que el  hecho de ejerci t 'ar  esa
facultad no quebranta derecho fundamental- alguno.

Como ha dicho ese Tr ibunal  en Auto 636/1987 resul t ,a
acorde con Ia esencia de 1a apelación e1 que sobre un mlsmo ma-
terial probatorio puedan producirse apreciaciones dispares con-
ducentes a otras tantas resoluciones judic ia les s in que el lo
resulte anómalo ni mucho menos contrario a 1a Constituci-ón
(fundamento jur fd ico 2e)

I I .  FUNDAMENTOS JURIDICOS

Unico.- A la vista de 1o alegado en e1 trámite abj-erto al
respecto,  procede conf i rmar nuestra in ic ia l  sospecha relat lva
la carencia de contenido constltucional de la presente demanda.

Como, con acierto pone de rel ieve el- Ministerio

Fiscal, el recurso de apelación permite al Tribunal ad quem en-
juiciar plenamente de nuevo eI caso, valorando exclusivament,e

la prueba practlcada por el órgano a suo, aunque no se haya
practj-cado ninguna nueva ante aquéI. Dada esta arnplj-a posibi l l-

dad de revisión, que no ha sufrido tacha constitucional alguna

(SSTC L24 /1983  fundamen to  j u r l d i co  1a - ,  ! 06 /1986  - fundamen to

ju r l d i co  2e - ,  L45 /L987  - fundamen to  j u r l d i co  5e - ) .  La  Aud ienc ia

puede recti f icar tanto la declaracj-ón de hechos probados como

los fundamentOs jur ld icos Y,  consecuentemente,  e l  fa l lo  en re-

lación a 1o acordado por er 'Juzgado de 1o Penal, tenlendo pre-

sente Ia prueba practicada ante éste, cuando t 'aI prueba tras-

cienda de Ia mera lnmediación. Trat,ándose como se trata en eI
presente caso de dj-ctámenes médicos y de actuaciones
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c iones e]  recurrente por  Let rado,  €1
marse,  €n concienc ia,  t ras la  v is t ,a
diversa de la obtenida en instancia
el resuelto cuya revocación se ha
F isca l - .
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y as is t ido en sus declara-
órgano ad querr.t puede for-
de la apelación, una idea

y modi f icar ,  de este modo,
instado por eI Ministerio

En méritos a 1o que antecede, Ia Sección acuerda la
inadmlsión del presente recurso de amparo y el archivo de las
actuaciones.

Madrid, uno de octubre de


